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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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Acción de Tutela – Niega amparo
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Accionante: 
JHON FREDY VILLADA BEDOYA
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DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE MEDELLÍIN

Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Temas: 
VULNERACIÓN SUPERADA. No puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda de tutela pese a que por parte de la Directora Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.), a quien inicialmente fue enviado el oficio por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, se corrió traslado de dicha solicitud al Jefe de la Unidad Bacrim de Medellín (Ant.) por ser de competencia de esa unidad la respuesta del requerimiento efectuado -por cuanto al tutelante le figuran en el SPOA dos investigaciones a cargo de la Fiscalía Tercera Especializada Bacrim de Medellín (Ant.)-, aún no se había emitido respuesta alguna sobre lo solicitado. No obstante, en curso de esta acción el Dr. CÉSAR AUGUSTO SARMIENTO NIEBLES, Fiscal 3 Especializado, informó que el señor JHON FREDY VILLADA BEDOYA no es requerido por ese ente fiscal, y aclaró lo atinente a los dos radicados que figuran dentro de la misma actuación, desprendiéndose que se trató de una ruptura de la unidad procesal. Si bien el funcionario del despacho accionado indicó que enviaría similar respuesta al Juzgado de Ejecución de Penas, ello no se presentó, por lo cual esta Sala les dio traslado de su respuesta, la cual fue verificada por la profesional especializada adscrita a esa dependencia, quien indicó que en efecto esa era la información que se requería para adoptar decisión en el referido asunto, por lo cual se estima que de manera tácita la Fiscalía respondió lo pedido por el juzgado que vigila la pena del accionante. A consecuencia de lo anterior, en el presente caso la Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión del tutelante, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho accionado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados. 
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, seis (06) de julio de dos mil diecisiete (2017)

                                                                  Acta de Aprobación N° 645
                                                   Hora: 3:30 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano JHON FREDY VILLADA BEDOYA mediante apoderada judicial contra la Dirección Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.
2.- SOLICITUD 

Lo narrado en el escrito de tutela por la abogada del señor VILLADA BEDOYA se puede sintetizar así: (i) su representado fue condenado a la pena principal de 10 años de prisión como responsable del punible de concierto para delinquir agravado, razón por la que actualmente se encuentra privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad; (ii) la vigilancia de la sanción correspondió al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, ante el cual en diciembre de 2016 la oficina jurídica del citado centro de reclusión presentó concepto favorable para permiso administrativo de hasta 72 horas; y (iii) el citado despacho previo a resolver sobre la solicitud, al considerar que existía un posible requerimiento, al parecer por el mismo proceso, en aras de aclarar lo pertinente, ofició inicialmente al Juzgado Penal Municipal con función de control de garantías ambulante Bacrim de Medellín (Ant.) -diciembre 29 de 2016-, y al no obtener respuesta favorable, a la Dirección Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.) –febrero 20 de 2017-, con el propósito de que informara si contra el señor JHON FREDY VILLADA BEDOYA figuraba orden de captura vigente, sin que al momento de interponer la presente acción se hubiese pronunciado al respecto.
De conformidad con lo anterior, solicita la protección del derecho fundamental de petición, y en consecuencia se ordene a la accionada, o a quien corresponda, resolver el requerimiento efectuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en febrero 20 de 2017. 

3.- CONTESTACIÓN

- La Directora Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.) informó que el oficio dirigido a la dependencia a su cargo fue recibido en febrero 24 de 2017, y el 26 siguiente remitido al Jefe de la Unidad Bacrim de Medellín (Ant.), por cuanto consultado el sistema SPOA se encontraron los procesos con radicados 11001600000020131507 -inactivo-, y 110016001276201200156 –activo en investigación-, a cargo de la Fiscalía Tercera Especializada Bacrim de la misma ciudad, lo cual fue debidamente informado al peticionario.
De igual forma señaló que una vez conocida la demanda de tutela le corrió traslado mediante correo electrónico al Jefe (e) de la Unidad Nacional contra el Crimen Organizado de esa seccional, y le indicó que el oficio sobre el que versa el amparo fue remitido por competencia a esa oficina.   
De acuerdo a lo anterior señala que en ningún momento por parte de esa dirección se conculcó el derecho de petición del accionante.
- El Fiscal Tercero Especializado Bacrim de Medellín (Ant.) señaló que en el año 2012 adelantó investigación penal contra una organización criminal denominada “La Cordillera” con radicado SPOA  matriz 110016001276201200156, dentro de la cual se logró la judicialización de JHON FREDY VILLADA BEDOYA por los punibles de homicidio y concierto para delinquir, y en virtud de la aceptación de cargos del imputado se generó una ruptura respecto de los otros procesados, y se le asignó como nuevo radicado 110016000000201301507.
Aclara que ese delegado no requiere al referido ciudadano, y que si bien la medida de aseguramiento se impuso con el radicado inicial 110016001276201200156, la condena fue proferida bajo el radicado 110016000000201301507.
- El Jefe de la Unidad de Bandas Criminales de Medellín (Ant.) no se pronunció dentro del término que le fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación al derecho fundamental invocado a favor del tutelante; y en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar el despacho involucrado a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución 

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El ciudadano JHON FREDY VILLADA BEDOYA mediante apoderada judicial acude ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho de petición, consistente en que la Dirección Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.) no se había pronunciado sobre el requerimiento efectuado por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad en febrero 20 de 2017, a efectos de que informara si respecto de él figuraba alguna orden de captura vigente, lo cual es necesario para definir la solicitud de permiso hasta 72 horas elevada a su favor.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

La Corte Constitucional ha trazado lineamientos generales en lo que hace con el derecho de petición
, e igualmente la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

No puede negarse que razón le asistió al actor para instaurar la acción de tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda de tutela pese a que por parte de la Directora Seccional de Fiscalías de Medellín (Ant.), a quien inicialmente fue enviado el oficio por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, se corrió traslado de dicha solicitud al Jefe de la Unidad Bacrim de Medellín (Ant.) por ser de competencia de esa unidad la respuesta del requerimiento efectuado -por cuanto al tutelante le figuran en el SPOA dos investigaciones a cargo de la Fiscalía Tercera Especializada Bacrim de Medellín (Ant.)-, aún no se había emitido respuesta alguna sobre lo solicitado. No obstante, en curso de esta acción el Dr. CÉSAR AUGUSTO SARMIENTO NIEBLES, Fiscal 3 Especializado, informó que el señor JHON FREDY VILLADA BEDOYA no es requerido por ese ente fiscal, y aclaró lo atinente a los dos radicados que figuran dentro de la misma actuación, desprendiéndose que se trató de una ruptura de la unidad procesal.

Si bien el funcionario del despacho accionado indicó que enviaría similar respuesta al Juzgado de Ejecución de Penas, ello no se presentó, por lo cual esta Sala les dio traslado de su respuesta, la cual fue verificada por la profesional especializada adscrita a esa dependencia, quien indicó que en efecto esa era la información que se requería para adoptar decisión en el referido asunto
, por lo cual se estima que de manera tácita la Fiscalía respondió lo pedido por el juzgado que vigila la pena del accionante.
A consecuencia de lo anterior, en el presente caso la Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a la pretensión del tutelante, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión del despacho accionado, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados
. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el ciudadano JHON FREDY VILLADA BEDOYA, por cuanto se configuró un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� En la sentencia T-043/09 se señaló: “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. -negrilla de la Sala-


� Ver folio 48.


� Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10.
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